Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 13 minutos.) 

—Dese cuenta de los asuntos entrados. 

(Se da de los siguientes:) 


“Solicitud de audiencia del doctor Julio de Brun, en representación de la Asociación de Bancos 
Privados del Uruguay, a efectos de realizar comentarios sobre el proyecto de ley de Bases de Datos de 
Consulta Pública. 


Invitación de la Presidencia de la República, la Unidad de Acceso a la Información Pública y 
la Agencia para el Desarrollo del Gobierno de la Gestión Electrónica y la Sociedad de la Información y 
del Conocimiento a la ceremonia de entrega del Premio a la Transparencia, que tendrá lugar el próximo 
jueves 8 de noviembre a la hora 11 en la Sala de Actos de la Torre Ejecutiva”. 


—Si les parece bien, podemos otorgar la audiencia solicitada por la Asociación de Bancos 
Privados del Uruguay para el próximo jueves. 


(Apoyados.) 
—Entonces, la Secretaría se encargará de diligenciar la convocatoria. 


La Comisión de Hacienda tiene el gusto de recibir al doctor Eugenio Xavier de Mello, a quien 
se ha invitado especialmente en función de su largo accionar profesional y del conocimiento en 
particular sobre la materia que está a consideración, relacionada con el proyecto de ley que pretende 
regular algunos aspectos referidos a las Bases de Datos de Consulta Pública en materia de deudas 
especificamente. El doctor conoce el proyecto y se le han enviado las versiones taquigráficas, por lo 
que le cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- Agradezco la invitación y haré lo posible para que mi aporte sea de 
utilidad a esta Comisión. 


Antes de ingresar en forma concreta al articulado del proyecto de ley, creo que vale la pena 
hacer una referencia muy sintética al entorno en el que se pretende aplicar una nueva solución legal 
que involucra aspectos no solo económicos y sociales, sino también morales, políticos y, por supuesto, 
jurídicos. 


No cabe ninguna duda —haciendo hincapié sobre todo en el aspecto económico— de que la 
existencia de bases de datos que aportan información comercial es y ha sido considerada en todo el 
mundo como un progreso en lo que tiene que ver con distintos aspectos. Obviamente, se entiende que 
pueden contribuir a disminuir los casos de sobreendeudamiento e inducir a los deudores a cumplir en 
tiempo y forma sus obligaciones; y, especialmente, se las considera como elementos promotores del 
buen funcionamiento del mercado de crédito que, como es sabido, es esencial para el funcionamiento 
de todo el sistema económico, para la inversión y para la producción. 


Las bases de datos comerciales ayudan a disminuir las asimetrías en la información; 
asimetrías que han sido consideradas como una de las fallas del mercado en estudios elaborados por 
la ciencia económica, algunos de los cuales son recientes y de gran reconocimiento internacional. Me 
refiero, por ejemplo, a la asimetría y a la importancia de la información como costo o beneficio de 
oportunidad. 


Entonces, en la medida en que la información se difunde y es compartida por todos los 
agentes operadores del mercado, se asegura una más equitativa aplicación de las reglas de juego de 
la libre competencia y, por lo tanto, también se favorece el funcionamiento de todo el sistema. 


Sin embargo, se señalan aspectos muy negativos o por lo menos muy riesgosos en el 
funcionamiento de estas entidades denominadas bases de datos comerciales. En primer lugar, las 
consecuencias de la inclusión de un deudor son o pueden ser incalculables para las personas 
individualmente consideradas y por su repercusión en el medio social en el que se desenvuelven. No 
cabe duda de que incluir a una persona en estas bases la radia o la desplaza del mercado de crédito 
durante períodos a veces muy largos y deja escasas posibilidades a los afectados para incidir en su 
inclusión o exclusión y para hacer valer sus derechos de una manera preventiva y resolutiva en la 
medida en que pretendan salir de esas bases de datos. 


Quiere decir que el sistema reposa sobre una concesión de un poder unilateral, seguramente 
excesivo, otorgado a los acreedores, que son los dueños del registro en la medida en que de sus 
denuncias o solicitudes deriva la inclusión o no de los deudores. El acreedor es quien solicita la 
inclusión en el registro y pide, si así lo desea, la renovación del plazo. Según la ley vigente, el dato 
permanece durante cinco años en el registro y el acreedor tiene la posibilidad de solicitar cinco años 
más. Este es un derecho potestativo del acreedor, por lo que puede hacerlo o no; o sea que se le da un 
enorme poder. Asimismo, en la tercera etapa en la que se cancela la deuda, nuestra ley prevé un plazo 
de cinco años pero, según ha quedado claro, ello también depende de la solicitud del acreedor en 
cuanto a que ese registro se mantenga o no. Esto le da un poder extraordinario al acreedor cuando se 
encuentra en una relación conflictiva con su deudor y, por lo tanto, no necesariamente esos derechos 
potestativos van a ser ejercidos en forma ecuánime; puede ser que sí —en la mayoría de los casos 
quizás lo sea—, pero también puede ocurrir lo contrario. 


Por otro lado, no solamente se da ese poder al acreedor, sino que no se contrarresta con una 
responsabilidad garantizada, porque si bien teóricamente el acreedor es responsable de lo que afirma, 
de lo que solicita y de la información que transfiere a la base de datos, también puede ocurrir que 
luego no tenga con qué responder. 


Hace pocos días tuve ocasión de leer una sentencia uruguaya sobre un caso concreto, en el 
que la empresa acreedora que solicitó la inclusión en el registro había entrado en quiebra. Quiere decir 
que quien estaba desgarantizado era el deudor —que precisamente reclamaba por una inclusión 
equivocada en el registro-, que sostenía que esa información era falsa y, además, que se habían 
vencido los plazos. Todo esto, incluso en el caso de haber salido ganancioso en el juicio, no hubiera 
repercutido en una satisfacción de los derechos del deudor mal incluido porque esa empresa no tenía 
con qué responder. 


Si observamos un poco el panorama general cuando alguien solicita una medida cautelar 
previa a un juicio para asegurar el resultado de ese juicio —por ejemplo, cuando un acreedor solicita 
judicialmente un embargo—, veremos que se le pide una contracautela. Es algo así como: “Usted va a 
embargar, pero me tiene que dar una garantía de que si ese embargo estaba mal trabado, porque 
usted no aportó los elementos correctos al tribunal, tendrá que responder”. Por lo tanto, se le pide una 
garantía. En este caso, no hay ninguna garantía. Todo depende, entonces, de la buena o mala voluntad 
de la diligencia o negligencia del acreedor. Además, en caso de errores manifiestos, evidentemente, es 
muyy relativa la posibilidad de recuperar o de ser indemnizados los perjuicios ocasionados. 


Estamos también frente a un caso en el cual se aplica una sanción por medio de particulares, 
porque la inclusión en el registro además de constituir un factor disuasivo para quienes podrían llegar a 
incumplir y de ser un factor conminativo, en la medida en que induce a quien ya es deudor a cumplir, 
también es sancionatoria porque las consecuencias para el deudor, de estar incluido en la base de 
datos, pueden ser gravísimas. No olvidemos que, al menos en países como el nuestro, hay una 
enorme proporción de la población bajo la línea de pobreza y cuando recurren al crédito, muchas veces 
esa es su única alternativa. Entonces, incluir a alguien en una base de datos, por los plazos tan 
extensos que establece nuestra legislación, puede constituir un desequilibrio, en cuanto a la adecuada 
valoración o ponderación de los intereses en pugna, entre el interés general de la economía en su 


conjunto y el interés particular de los acreedores y por otro lado el interés de los deudores en recuperar 
cuanto antes su plena posibilidad de funcionamiento en el marco del sistema. 


También es cierto que esa sanción se aplica sin un debido proceso y sin intervención de la 
Justicia. El artículo 12 de la Constitución dice: “Nadie será penado ni confinado sin forma de proceso y 
sentencia legal”. Se podría decir que esto no es una pena aplicada por el Estado —no lo es—, pero es 
una pena aplicada o ejecutada por un particular, el responsable de la base de datos, a pedido de otro 
particular, que es el acreedor, pero autorizada expresamente por la ley. De alguna forma, estamos 
frente a un caso en el cual se atribuye poder sancionatorio a los particulares, pero con un marco de 
libertad extraordinario porque esos plazos, además de ser extensos, en definitiva quedan en manos del 
acreedor, que puede pedir o no la inclusión en el registro; puede pedirla y pedir la renovación a los 
cinco años, y además puede, una vez pagada, pedir que se mantenga cinco años más en la base de 
datos. 


Todo esto implica la existencia de garantías muy limitadas para los deudores, que, a mi juicio 
rompen el debido equilibrio que debería existir en la materia. 


Por otro lado, también existen casos en los cuales las deudas que se registran son irrisorias. 
En algunos países se establece que las deudas por debajo de cierto monto no se registren en la base 
de datos o hay una escala que implica que, a mayor monto de la deuda, mayor plazo de 
mantenimiento de la información en el registro. 


Este tema también se vincula con la responsabilidad social empresaria porque es cierto que 
la existencia de base de datos comerciales permite a los comerciantes poder informarse antes de 
conceder un crédito y, por tanto, asumir la responsabilidad en caso de que lo hayan concedido. Si 
hubo algún error, tendrá la posibilidad de concederlo igualmente; esto es que tienen la posibilidad de 
evaluar el caso. No es obligatorio que los comerciantes informen a la base de datos y, por lo tanto, no 
es descartable la existencia de concesión irreflexiva o abusiva del crédito, lo cual, además, de alguna 
manera sintoniza con una economía y con un sistema en el cual la publicidad, la existencia de modas 
y de incitación al consumo a veces irreflexivo, lleva a que sobre todo los sectores menos informados y 
que tienen menor nivel de educación y capacitación, terminen rindiéndose frente a ellas, adquiriendo 
bienes y contratando servicios que no precisan, no interesándose por los costos y pagando en cuotas. 
Hablamos de cuotas porque, generalmente, los créditos son la base de estas adquisiciones que 
pueden llegar a ser compulsivas. 


Analizando la publicidad y los productos en el mercado —no quiero agredir a ningún sector ni 
empresa en particular—, uno advierte que aparecen algunos que no tienen mayor utilidad, al menos por 
el momento. Un ejemplo que se me ocurre es el de los televisores de tercera dimensión, que tienen 
un costo elevado, representan un avance hacia el futuro; pero, hoy por hoy, no tienen suficientes 
insumos, no hay conexiones ni emisiones de televisión por cable ni televisión abierta que estén 
basadas en este sistema y tampoco hay un gran número de películas para ver con esta tecnología, 
salvo algún caso aislado. Es por todo esto que uno se pregunta cómo puede haber tanta publicidad 
sobre este tema. Si bien es totalmente legítimo y el comerciante tiene el derecho a hacerlo, esa 
incitación a tener lo último en tecnología —por ejemplo, el último lIpad-— lleva al consumir a adquirir el 
producto para luego quedar abandonado. 


Esto no es culpa solamente del sistema, de la publicidad o de la mecánica de los mercados, 
sino también del apuro o de la compulsión del propio consumidor. Todos sabemos que muchas veces 
el consumidor no tiene la suficiente información como para defenderse de esa andanada publicitaria y 
que, si bien la publicidad también es fundamental en el mercado y cumple un rol esencial, debemos 
tener en cuenta el punto de vista de la otra parte que, cediendo a esos impulsos, ha llegado a 
endeudarse. 


Dentro de lo que es el endeudamiento, se distingue el endeudamiento activo y el pasivo. Por 
endeudamiento activo se entiende el de aquella persona que se sobrexcede en su capacidad de pago 
y, por lo tanto, luego no puede cumplir con sus obligaciones. El endeudamiento pasivo —que según 
estudios de algunos países, es el mayoritario—, muchas veces responde a situaciones inculpables, por 
ejemplo, disoluciones del núcleo familiar, divorcio, pérdida del empleo o problemas de salud. Muchas 


veces el particular que se endeuda lo hace por una circunstancia que podía haber previsto ya que 
todos estamos sujetos a esa posibilidad. Frente a la mecánica en la cual se encuentra inserto, de 
gastar hasta el último peso y endeudarse para comprar nuevos bienes y servicios, creemos que ese 
tipo de situaciones deberían ser contempladas. 


Actualmente, en algunos países —sobre todo en el mundo desarrollado—, existe la tendencia 
de regular en forma separada los procesos concursales de los deudores empresariales y de los 
consumidores, distinción que nuestro Derecho concursal no ha recibido y que constituye, a mi juicio, 
una grave carencia. En ese sentido, el Uruguay cuenta con un sistema de regulación muy primitivo 
porque no se distinguen estas situaciones. En general, en el mundo desarrollado, existen sistemas de 
descarga de la deuda para el consumidor que ha llegado a una situación de cesación de pagos. En 
algunos casos —-como ocurre en el sistema anglosajón— se exigen muy pocos requisitos y, en otros — 
como el sistema europeo-, luego de cumplir con un determinado plan de pagos que tiene determinado 
plazo, se habilita al juez a conceder un plazo de gracia que le permita pagar en cuotas. 


En definitiva, si esta es la tendencia en el mundo desarrollado de hoy respecto a los 
consumidores que han caído en cesación de pagos, cómo no se va a atender a la situación de los 
deudores que quizás no hayan cesado totalmente sus pagos, pero que sí podrían llegar a hacerlo si se 
refuerza esa situación problemática que atraviesan, nada menos que incluyéndolos en un registro que 
les impide operar y consumir. Digo consumir porque quien no tiene dinero en efectivo tiene que pagar 
en cuotas y quien está en el registro, al no poder hacerlo, muchas veces no puede consumir. 


Si mencionamos los servicios públicos, también encontramos una problemática porque nadie 
puede concebir que una persona deje de pagar a la UTE o a la OSE porque tiene bajos valores 
morales o una actitud de resistencia a sus obligaciones. No cabe duda de que si alguien deja de pagar 
estos servicios es porque no lo puede hacer. Por supuesto que al cortar la luz o el agua se afectan los 
derechos esenciales, algunos de los cuales están establecidos en la Constitución de la República. 


Sin embargo, si a todo eso le agregamos la inclusión en la base de datos, las consecuencias 
pueden multiplicarse e incluso impedir que la persona, quizás solicitando un préstamo en una empresa 
de microcrédito, pague la luz o el agua, porque está en el Clearing. Es decir que todos estos aspectos 
son de mucha importancia. 


Desde el punto de vista conceptual, hay una especie de contraposición entre dos grandes 
posiciones o criterios. Uno es el tradicional, basado en el Derecho Civil: quien asume una obligación 
tiene que cumplirla; es una derivación o un reflejo de la regla moral de que hay que cumplir con la 
palabra empeñada. Esto se refleja en el mercado a través de la obligación de cumplir con lo pactado, 
establecido en el Código Civil como pacta sunt servanda. Nuestra mente jurídica tradicional nos lleva 
directamente a aplicar todo el rigor a quien no cumple con sus obligaciones; esta es una regla casi 
moral, ¿no es cierto? También es cierto —hace poco tiempo que eso lo señalamos en un trabajo que 
presentamos en Roma, en un congreso sobre el tema de los consumidores y el sobrendeudamiento, 
según el cual nuestro país que hace muchísimos años ha eliminado la pena de muerte en forma 
temprana y que no tiene cadena perpetua, ni siquiera para los delitos más atroces— que nuestro país 
no le da una segunda oportunidad —esta también es una regla moral, porque todo el mundo tiene 
derecho a una segunda oportunidad—, sobre todo en el caso de endeudamiento, cuando es inculpable. 


En el Derecho Comparado hay un amplísimo menú de soluciones; hay de todo en distintos 
aspectos. Por ejemplo, en lo que tiene que ver con si es posible o no el funcionamiento de las bases de 
datos comerciales, con inscripciones y comunicaciones no autorizadas por el deudor, hay algunos 
países que, en una posición minoritaria, están requiriendo esa autorización. Quiere decir que cuando el 
deudor pide un crédito por escrito tiene que dar su consentimiento a la posibilidad de que se lo inscriba 
en una base de datos y que esta lo comunique; esta es, repito, una posición minoritaria. Existen 
algunos países en los cuales se exige la notificación previa al deudor —que es efectuada por el propio 
responsable de la base de datos—, como por ejemplo Colombia que la requiere con veinte días de 
anticipación y Brasil, con diez días. ¿Con qué objetivo? Uno es corregir los datos si están equivocados 
y el otro es que la persona pague. En ambos casos se ha considerado que esa notificación era 
pertinente y es efectuada, como señalé, por el responsable de la base de datos. También hay 
legislaciones como la española, en la cual se exige la notificación, pero posteriormente —hay treinta 


días de plazo para hacer la notificación—, con lo cual se pierde parte de su beneficio; pero, de cualquier 
manera, le permite reaccionar tempranamente al afectado para tratar de corregir la situación. 


Otros aspectos tienen que ver, por ejemplo, con el marco regulatorio. Hay países que tienen 
estatutos muy estrictos para las bases de datos comerciales, se las somete a exigencias muy severas, 
que tienen que ver con la autorización para funcionar, con las características e incompatibilidades de 
sus directivos, de esos accionistas, con el tema de la aprobación de sus manuales operativos por parte 
del Estado. Insisto en que hay una cantidad de requisitos muy estrictos que deben cumplir; en este 
sentido, la ley mexicana es muy detallada. En otros países, hay un régimen mucho más libre —a veces 
totalmente libre— y en países como el nuestro existe un régimen controlado pero subsumido en el 
marco general de las bases de datos en líneas amplias. Hay otros en los que las deudas pequeñas no 
se registran o tienen un régimen acelerado de salida del registro; en cambio, en otros las deudas son 
tratadas de la misma manera. 


En cuanto al tema de los plazos de retención, o sea, de los períodos en los cuales la 
información permanece en la base de datos, hay una amplísima gama de opciones por parte de la 
legislación comparada. Algunos países se basan en un plazo de cinco años para la información de la 
deuda incumplida y otros cinco años para la deuda cancelada, que es la historia comercial del deudor. 
En Perú tienen un plazo de cinco años de la inscripción original, pero si se cancela la deuda, el 
período es de solamente dos años; El Salvador cuenta con un plazo, luego de la cancelación, de tres 
años; mientras que en otros países, cuando se cancela la deuda, directamente la información se baja 
del registro; y, en otros, el plazo es, por ejemplo, de diez años. 


Esto demuestra que, en realidad, no existe una solución perfecta en esta materia. En lo 
personal, no conozco —puede ser que existan— estudios imparciales, serios y definitivos con respecto a 
la incidencia que tiene el transcurso del plazo en la mecánica del sistema y en la actitud y el 
comportamiento de los deudores. Pero creo que, más allá del resultado de un estudio puramente 
económico, hay que tener en cuenta el conflicto de intereses y de valores en el marco de los cuales 
hay que buscar una solución que, quizás no sea tan perfecta en términos de eficiencia económica, pero 
sí en cuanto a la protección de los derechos individuales. A mi juicio, hay que buscar un equilibrio entre 
estos elementos. En ese sentido, tengo la impresión de que en la mayoría de los sistemas el equilibrio 
no se ha logrado plenamente y que hay una prevalencia no necesaria, no imprescindible, que a veces 
permite abusos del acreedor individualmente considerado. 


El marco jurídico en esta materia es muy variado en el Derecho Comparado. Hay países que 
incluyen reglas sobre la base de datos en la Constitución; incluso, en varios países el hábeas data, o 
sea, el procedimiento para acceder a la información que sobre uno se tiene en el registro y para pedir 
la rectificación, supresión e inclusión de datos en caso de no ser correctos, está reconocido en la 
Constitución. Nuestra Constitución no menciona el tema de la base de datos, así como tampoco el 
hábeas data, pero sí contiene principios generales que permiten sostener una posición garantista en 
esta materia. Por ejemplo, el artículo 7% de la Constitución menciona la protección del honor, además 
de la libertad. No cabe duda de que las consecuencias de la inclusión en una base de datos tiene 
repercusiones, no solamente económicas, sino también morales. Es decir, las personas que son 
incluidas en la base de datos realmente se sienten inferiorizadas, pues hay un impacto psicológico 
fundamental. Quizás la mayoría de nosotros hayamos podido constatar algo de esto a través de gente 
conocida; a veces porque la persona no pudo pagar o porque le salió de garantía a una persona 
conocida, queda con esa especie de capitis diminutio, tal como se dice en la exposición de motivos, es 
decir en una especie de lista negra, mal que le pese decirlo así a quienes trabajan en el tema. 
Ciertamente es una lista negra porque, si bien podrá estar justificado o no, es una lista proscriptiva que 
impide totalmente a quien figura en ella participar en el proceso del crédito. 


Por otro lado, el artículo 72 de la Constitución establece: “La enumeración de derechos, 
deberes y garantías hecha por la Constitución, no excluye los otros que son inherentes a la 
personalidad humana”, etcétera. Además, hay que tener en cuenta el principio de que no puede haber 
penas sin el debido proceso. Es cierto que existe el principio de la libre comunicación de pensamiento, 
y así lo establece el artículo 29 de la Constitución. Sobre esa base, hay quien dice que si tengo 
derecho a expresar mi pensamiento, también puedo comunicar situaciones que me afectan en lo que 
tiene que ver con mi vida comercial. Entonces, un acreedor puede decir que tiene derecho a expresar 


su opinión y registrarla. Pero el problema no es que exprese su opinión, sino las consecuencias que 
eso puede tener en materia de afectación de los intereses ajenos. 


Asimismo, existen tratados internacionales que tienen que ver con esta materia, como la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948, el Pacto de San José de Costa Rica y todos 
ellos pueden tomarse como sustento para adoptar una posición más humanista y garantista en la 
materia. 


En materia legal, como recién decíamos, encontramos todo tipo de variantes en la 
regulación. También hay sistemas orgánicos que fueron establecidos para controlar el funcionamiento 
de las bases de datos. En algunos países existen organismos destinados específicamente a supervisar 
y controlar las bases de datos comerciales; en otros se establece una norma más general. 


En definitiva, opino que las bases de datos comerciales cumplen una función positiva en 
muchísimos aspectos, que no puede ser desconocida, aunque puede decirse que los sistemas 
económicos en general y, en especial los de los países en vías de desarrollo, necesitan ir 
perfeccionando las reglas del mercado para ganar en eficiencia, asignación adecuada de recursos y de 
esa forma propender mejor al desarrollo. Ese es un objetivo de interés general. 


Sin embargo, también es cierto —como decíamos recién— que hay un excesivo poder del 
acreedor y la consecuencia de esto puede ser muy gravosa para el deudor, sobre todo para aquel que 
se ha endeudado inculpablemente. 


Intentando ver en perspectiva la problemática que esto plantea, se puede decir que no se 
trata de que entre acreedores o entre comerciantes se comuniquen la situación de un deudor que no 
ha pagado, sino de dar una proyección general en forma inmediata a la situación de incumplimiento a 
través de los medios informáticos, y eso implica que la repercusión sea amplísima, tanto desde el 
punto de vista espacial como temporal, en la medida en que los plazos son muy extensos. 


Pasando directamente al proyecto de ley, encontramos distintas soluciones que, en su 
conjunto, a mi juicio representan una moderada corrección de los defectos del sistema y, en caso de 
ser aprobado, seguramente lo acercarían a un equilibrio que entendemos no es del todo perfecto. 


El artículo 1* establece la obligación de notificar previamente —esto es, antes de la inclusión 
del dato en el registro—- al deudor. Esa notificación se pone a cargo, como los señores Senadores 
saben, del responsable de la base de datos y no del acreedor. Me queda claro que han concurrido a 
dar su opinión a esta Comisión representantes de la principal empresa uruguaya que lleva una base de 
datos comerciales y es más que comprensible su preocupación por el hecho de que se les imponga 
una carga que va a tener un costo económico y a implicar adaptaciones organizativas; por supuesto 
que, en caso de ser aprobado este proyecto de ley, van a tratar de desplazarlo hacia el acreedor. 
Francamente me inclino por mantener la obligación en el responsable de la base de datos porque es la 
manera de que esa comunicación quede separada del conflicto acreedor-deudor y sea realizada por un 
agente imparcial, que dé totales garantías en cuanto al cumplimiento de la norma y a las 
responsabilidades que podrían emerger si ella no se cumpliera. Creo que el acreedor, además de que 
podría proceder en forma no del todo adecuada, quizá no tenga la responsabilidad patrimonial 
suficiente para responder. 


En el artículo 2? se establece que el deudor podrá formular descargos u objeciones ante los 
responsables de la base de datos. Ahí se da la opción al responsable de la base de datos de rechazar 
la inscripción o hacerla igualmente, pero dejando constancia de que ha sido objetada. Creo que esa es 
una solución razonable en la medida en que no se impide hacer la inscripción en la base de datos, pero 
sí se deja constancia de que se hizo una observación. Ahora, podría ocurrir, por supuesto, que si se 
generaliza el conocimiento de la norma por parte de los agentes económicos —lo que sería bueno que 
ocurriera—, se podría producir un exceso de impugnaciones para que quede constancia de que esa 
información ha sido objetada. Pienso que en la medida en que eso se generalizara, los comerciantes lo 
tomarían como que no ha sido objetada. Creo que no hay un perjuicio concreto al dejar la norma tal 
cual está, más allá de que no es seguro que el resultado de su aplicación pueda ser totalmente eficaz. 


También hay una referencia a las sanciones. En el artículo 3” se aclara que no es obligatoria 
la notificación previa cuando haya una resolución judicial firme que establezca la existencia de la 
deuda, lo cual tiene su lógica porque esa persona está claramente notificada de la situación y ha tenido 
la oportunidad de hacer sus descargos frente a un juez o a un árbitro. 


El artículo 4% es fundamental porque acorta los plazos. En una rápida referencia al Derecho 
Comparado, vimos que existen plazos de la más distinta naturaleza; quizás un promedio de retención 
del dato con respecto a la obligación incumplida puede ser de cinco o seis años. Nosotros tenemos un 
plazo de diez años; es un plazo fuera de rango comparándolo a nivel internacional. Hay países con 
plazo de diez años e incluso alguno en que el plazo es indefinido; eso depende de lo que quiera hacer 
la base de datos. En Guatemala, por ejemplo, la ley no establece plazos; hay tres burós de créditos: 
uno lo deja por tres, otro por diez y otro por tiempo indefinido. Son situaciones excepcionales. 


Entiendo que los plazos que establece la ley vigente son excesivos y aquí lo que se hace es 
acortarlos. En lugar de optar por un plazo único, por ejemplo por cinco años, se mantiene la distinción 
que está establecida en la ley vigente: un primer plazo y un subplazo de dos años más a pedido del 
acreedor, en total serían cinco años. Lo más notorio es que la obligación cancelada tiene que salir del 
registro. Esto, desde el punto de vista del deudor, es totalmente justo y lógico, es lo que en Derecho se 
llama “derecho al olvido” y en el Derecho anglosajón se denomina fresh start, que se traduce como 
“comienzo fresco”: limpiemos y empecemos de cero. Ese concepto implica que si pagó sale de la base 
de datos, de la misma forma que si yo estoy embargado y pago, salgo del registro. Esto ha sido 
objetado porque se entiende que el historial crediticio es un elemento importante cuando se toma la 
decisión de otorgar o no un crédito y, además, implica saber si la persona a la que se le concede un 
crédito está al día pero es un reiterado incumplidor que al final termina pagando. Este puede ser un 
dato relevante a la hora de otorgar un crédito, pero frente a esto está el deudor que puede decir: “Yo 
he pagado y tengo que seguir durante cinco años más incluido en una base de datos que me va a 
trabar totalmente el crédito o, por lo menos, lo va a disminuir en forma sustancial”. 


Finalmente está el tema de los acreedores públicos. El artículo 6% dice: “Los acreedores 
públicos no podrán solicitar el registro en bases de datos privadas, de información que corresponda a 
deudas originadas en el ejercicio de su potestad sancionatoria,” —como es el caso de la multas— “ni 
derivadas del incumplimiento en el pago de servicios prestados por la Administración”, etcétera. Quizás 
aquí habría que agregar la expresión “servicios públicos”, porque podría haber un servicio privado que 
quizás pudiera justificarse que quedara equiparado como acreedor el Estado de los demás 
acreedores. En lo que tiene que ver con los servicios públicos hay aspectos fundamentales que se 
deben tener en cuenta. Uno ya lo mencionamos: que la mayoría de las personas que dejan de pagar 
los servicios públicos esenciales es porque realmente no pueden hacerlo. Ya tienen bastante castigo — 
como ya dije— con que se les corte la luz y el agua para que además se las incluya en una base de 
datos durante largos períodos. Claro que queda a salvo el tema de que hay una resolución 
jurisdiccional, cosa juzgada; ahí no cabe duda de que lo podrían pedir. 


No tengo más comentarios, por lo menos, que me surjan de una primera lectura del proyecto 
de ley, pero estoy a las órdenes para contestar las interrogantes que deseen formular. 


SEÑOR ABREU.- Antes que nada, quiero agradecer la presencia del profesor Xavier de Mello. 


En términos generales, estoy de acuerdo con el proyecto de ley. Si bien no asistí a las 
anteriores sesiones, me tomé el trabajo de leer las versiones taquigráficas. Creo que es importante 
hacer mención a que, de acuerdo con los comparecientes, hay dos posiciones. Por un lado, que este 
sistema quede en manos del acreedor o de las empresas que se dedican a llevar el registro. Comparto 
la que sostiene que el acreedor debe quedar fuera de esta situación y que las empresas que están 
cumpliendo estas funciones deberían encargarse de hacer las notificaciones o, al menos, de crear las 
condiciones de restablecimiento de las garantías del deudor. 


Tengo una duda con respecto al artículo 22 cuando dice que las empresas de base de datos 
podrán rechazar la inscripción hasta que el tema se resuelva en la esfera correspondiente -—puede 
tratarse de la esfera judicial o de otra de cualquier naturaleza— o bien efectuarla igualmente pero 
advirtiendo a los terceros que la información ha sido objetada. El tema puede aparecer como que una 


observación por parte del deudor sea una manera de retrasar o evitar su inscripción y de esa forma se 
facilite el incumplimiento. Quisiera saber qué repercusión podría tener esta situación. Como advertí, la 
expresión “esfera correspondiente” puede ser la judicial, la administrativa o cualquier otra; no lo sé. 


Asimismo, la advertencia parece ser una alternativa y, personalmente, me gustaría que en 
lugar de ello se estableciera claramente qué debería hacer la empresa que lleva los datos ante una 
eventual impugnación de la inscripción. 


Por otro lado, más allá del Derecho Comparado es importante el restablecimiento de una 
persona cuando ha cancelado su deuda —el plazo puede ser mayor o menor— y en tal sentido 
deberíamos tener la certeza de que no va a quedar con un antecedente que pueda perjudicar, incluso, 
su reinserción desde el punto de vista comercial en el ámbito de sus actividades. Entiendo que los 
antecedentes podrían manejarse de otra manera; uno puede ir a buscarlos a un registro que fue 
cancelado porque el deudor cumplió. Sé que hay distintas soluciones en el Derecho Comparado pero 
estimo que no solo debemos favorecer la seguridad jurídica sino, también, el adecuado equilibrio entre 
deudor y acreedor, sobre todo cuando el primero —en casos como los que señalaba el profesor- tiene, 
a veces, una mayor endeblez o fragilidad, o una tendencia al endeudamiento por el funcionamiento del 
sistema que favorece excesivamente el consumismo. De todos modos, si cumple se supone que 
debería quedar fuera de esa mancha que repercute sobre el resto de sus actividades. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- Comparto lo que dice el señor Senador Abreu con respecto a que se 
podría buscar una solución más definida y clara para la base de datos y no dejar la disyuntiva de 
esperar a que se resuelva la situación en una esfera que no se determina —que presumiblemente sea 
la judicial pero también podría ser la de la vía de la negociación— o hacer la inscripción de todos 
modos, aclarando que la información ha sido objetada. Creo que en este caso no se obliga a la base 
de datos a rechazar la inscripción; se le da la posibilidad de hacerlo. Debemos preguntarnos: ¿antes 
tenía esa posibilidad? ¿Hoy tiene la posibilidad de rechazarlo? Creo que eso depende de los contratos 
que hagan los acreedores, los comerciantes en general y proveedores de bienes o servicios, con el 
responsable de la base de datos. Es posible —no conozco esos contratos— que exista una obligación de 
la base de datos de incorporar la información. De ser así, esto sería una facultad que estaría dando el 
Legislador al responsable de la base de datos frente a una información que tenga un aspecto 
notoriamente incorrecto o que genere serias dudas o, ante las manifestaciones que pueda haber hecho 
el deudor en el plazo posterior a la notificación, que el responsable de la base de datos se sienta de 
alguna manera en riesgo de tener que enfrentar algún tipo de reclamación y, por tanto, opte por 
demorar la inscripción hasta tanto el tema se resuelva en la esfera correspondiente. Sería una manera 
de proporcionar una válvula de escape a la base de datos, que tiene su contrapartida —quizás a eso se 
refería el señor Senador Abreu-— en el sentido de que, a partir de la aprobación de esta norma -si es 
que se aprueba de esta forma—, pueda decírsele: “Usted pudo no inscribir, pero inscribió igual; por lo 
tanto es responsable”. Quizás ahí se podría encontrar alguna fórmula que fuera más clara en ese 
aspecto; habría que pensarlo, pero no descartarlo en absoluto. 


Queda claro que el responsable de la base de datos puede perfectamente inscribir y esto lo 
protege de alguna forma. El proyecto de ley lo dice; únicamente lo obliga a dejar en claro que hay una 
objeción, y esto también puede ser una protección para el responsable de la base de datos. 


Si bien por la consideración de los dos aspectos tengo la impresión de que esta redacción 
puede ser adecuada, no sería mala cosa reflexionar un poco más al respecto y ver si se puede 
encontrar una redacción más ajustada. Quizás el señor Senador Abreu pueda hacer alguna sugerencia 
en la materia; si les interesa, puedo hacer lo posible para pensar en una fórmula alternativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En primer lugar, queremos explicar la razón del giro idiomático. Es buena la 
observación del señor Senador Abreu porque se puede cambiar el giro, ya que es un poco difuso decir: 
“se resuelva en la esfera correspondiente”. 


El artículo 2? es consecuencia del 1%. Hoy no hay una obligación previa de notificar, pero 
ahora sí la habría. Una vez que notifica, se presenta el deudor y entonces dice a la base de datos: “A 
mí me iniciaron un juicio ejecutivo y yo puse la excepción de pago o de prescripción” o: “No me 
iniciaron nada, pero tengo acá el documento que demuestra que la deuda está cancelada”. Entonces, 


al contar ahora con esa opción que antes no tenía, el Clearing de Informes, dice: “No, para eso hice la 
notificación previa. Si ahora viene la persona y me dice que canceló la obligación, voy a llamar al 
acreedor y a decirle 'Está sucediendo esto: el hombre me trae el recibo de pago, el vale”. Entonces, no 
se tendría que esperar a que “se resuelva en la esfera correspondiente”, sino que “podrá rechazar la 
inscripción” porque existen razones que generan dudas importantes sobre la vigencia de la deuda. 


SEÑOR ABREU..- En la misma línea de lo que viene diciendo el señor Presidente, quiero señalar que 
no solo en el nivel judicial puede haber una difusión de ese tema, sino también en la condición del 
consumidor que, por la vía administrativa, va a reclamar y dice: “Mire, me ha pasado tal cosa”. 
Entonces, cuando hace ese reclamo, su condición de deudor queda relativamente en suspenso y la 
base de datos debería decir que está reclamado. Ahí estaría bien la expresión “en la esfera 
correspondiente” porque puede haber otra. Creo que estaría bien dejar que esa información ha sido 
cuestionada o por lo menos objetada, y ahí —en la misma línea de lo que decía el señor Presidente— 
quedar como complementación del artículo 1% , pero buscando una mayor concreción del manejo de la 
información. 


SEÑOR TAJAM.- Queremos agradecer al profesor Xavier de Mello porque particularmente creemos 
que su labor docente del día de hoy ha sido espectacular y nos ha permitido ubicarnos muy bien en el 
tema. 


En lo personal, tenemos grandes puntos de coincidencia con el proyecto de ley presentado 
por el señor Senador Gallinal. Ha quedado muy claro que lo que aquí se está abarcando es un poder 
sancionatorio particular, que evidentemente tiene escapes muy grandes en el Uruguay y poderes que, 
a nuestro juicio, van más allá de lo que debería ocurrir en la realidad. 


Quisiera formularle algunas preguntas sobre el tema de los plazos y el de las notificaciones. 


En cuanto a la notificación anticipada y a la posibilidad de observación por parte del deudor — 
lo que ya fue comentado—, me parece que estamos llegando a una buena solución. En cuanto a los 
plazos, más allá de que evidentemente no se puedan mantener los datos por un período de diez años, 
el doctor hizo referencia a situaciones particulares de algunos países en las que existen plazos para el 
caso de deudas menores. Se señaló que había rangos diferentes para aplicar los plazos en los que se 
mantenía la deuda en la base de datos o, incluso, se podía llegar hasta su inmediata desaparición en el 
registro. Eso en caso de deudas menores. 


Otro aspecto que me dio una perspectiva distinta es el relativo al endeudamiento pasivo que 
mencionó el doctor Xavier de Mello, es decir, el creado por situaciones que provienen de una 
incapacidad de pago como consecuencia, por ejemplo, de la pérdida del empleo, problemas de salud o 
disolución familiar. En esos casos, haber pasado al Clearing le crea más dificultades a la persona que 
está mencionada en esa lista o base de datos. 


Quisiera preguntarle al profesor si le parece que al incluir lo relativo a las deudas menores y 
al endeudamiento pasivo se estaría complejizando demasiado el proyecto de ley. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- Creo que la inclusión de las deudas menores no sería nada difícil. 
Incluso, hay algún antecedente en el Derecho Comparado donde se manejan tablas. Simplemente 
habría que ponerse de acuerdo en un límite cuantitativo, que puede ser absoluto o en base a franjas. 


Con respecto al endeudamiento pasivo, quizás sea más difícil encontrar una solución que, al 
tiempo que sea suficientemente amplia y comprensiva de los casos más delicados, no se preste a 
ningún tipo de abuso o no constituya un flanco del sistema en perjuicio de su eficiencia. No quiere 
decir que no se pueda estructurar pero, quizás desde el punto de vista de la aprobación de una norma 
que en sí misma tiene aspectos muy positivos, el tema podría resultar un poco complejo. Tampoco 
significa que no se haga el esfuerzo de buscar alguna manera de solucionar el tema, pero creo que el 
señor Senador Tajam tiene razón en cuanto a que hay situaciones en las que podría existir una mayor 
contemplación. No se me ocurre, al menos en este momento, la manera de ponerlo sobre el papel para 
que el sistema, al tiempo de ser justo, no se preste a abusos. 


SEÑOR TAJAM..- Pero usted hizo referencia a que existe legislación comparada en este sentido. 


SEÑOR DE XAVIER DE MELLO.- En cuanto al endeudamiento pasivo, la legislación comparada que 
he visto tiene más que ver con las bases de datos comerciales que con la solución del 
sobrendeudamiento del consumidor. 


Como decía, en la mayoría de los países europeos y en Estados Unidos, hay una distinción 
entre el proceso concursal que se le aplica a los empresarios y el que se aplica a los consumidores, 
cosa que en nuestro país no existe. En el Uruguay hay un único régimen concursal para todos los 
empresarios y todas las sociedades comerciales —el de la Ley N* 18.387-—, y también existe un régimen 
paralelo en el Código General del Proceso para los deudores, personas físicas o proveedores que no 
sean empresarios. En definitiva, es un régimen muy parecido, que no distingue entre consumidor y no 
consumidor. En cambio, en los países europeos y en Estados Unidos hay un sistema de liberación del 
deudor, que se denomina discharge o descarga de la deuda, que implica que el deudor quede en una 
situación de comenzar realmente de nuevo, desde cero. En ese tipo de legislación concursal especial 
se tiene en cuenta la existencia de situaciones de endeudamiento pasivo como fundamento de una 
solución al sistema. Es más, he visto alguna referencia en la doctrina extranjera a la cantidad o al 
porcentaje de endeudados registrados en base de datos O endeudados que lleguen al 
sobrendeudamiento y que corresponden al endeudamiento pasivo adoptivo. Los análisis que he visto 
hablan de un porcentaje superior de endeudados pasivos que de activos. No sé si será la situación de 
Uruguay. En todo caso, quizás en nuestro país nos debamos un estudio económico del tema, es decir, 
un análisis de la cantidad de deudores, del estrato social al que pertenecen y por qué tipo de deudas 
han sido incluidas en el registro. Creo que un análisis económico y social de esa naturaleza aportaría 
muchísimo, incluso a una solución más amplia que la establecida en este proyecto de ley, que no 
descarto en absoluto. 


También es cierto que en otros países hay normas sobre las bases de datos comerciales muy 
estrictas —tremendamente estrictas—, que tratan de evitar el conflicto de intereses. Por ejemplo, hay 
países en los cuales la base de datos comercial más importante es propiedad de dos o tres bancos. 
Entonces, muchas veces el comerciante que denuncia tiene el temor que dar el dato de cuáles son sus 
clientes a la base de datos pueda implicar una utilización de esa información por los propios 
accionistas, sobre todo en los países donde se admite lo que se llama “fichero positivo”. Está el fichero 
negativo y el positivo. El negativo es el incumplimiento y el positivo es el cumplimiento, es decir reflejar 
datos positivos. Puede suceder que yo como comerciante, en algunos casos, dé la información a la 
base de datos y esta tenga entre sus socios a empresas que otorgan crédito. Por ello, en algunos 
países se ha tratado de evitar ese problema con normas muy estrictas sobre grupos económicos, 
sociedades controladas, requisitos para ser administrador o director de una sociedad de registros de 
datos comerciales. En ese sentido, nuestro país es abierto, muy amplio y no necesariamente haya que 
avanzar en esa materia —es un tema de política legislativa—, pero sí por lo menos tratar de limar los 
aspectos más notoriamente injustos o desequilibrantes del sistema. 


De manera que lo que propone el señor Senador me parece muy interesante y quizás 
ameritaría un análisis ulterior que abarcara también un poco más toda la problemática del consumidor. 


SEÑOR ABREU.- ¿Incorporando normas especiales? 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- Sí, señor Senador; ese sería un ejemplo: incorporar normas especiales 
en la ley concursal. 


SEÑOR TAJAM.- Muchas gracias, señor Xavier de Mello. 
SEÑOR XAVIER DE MELLO.- Al contrario; agradezco a señor Senador Tajam. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Saludo al doctor Xavier de Mello —a quien conozco desde hace muchos años, 
particularmente por su versación sobre estos temas-— que, como dijo el señor Senador Tajam, ha sido 
muy elocuente en su exposición. Si bien otros asesores han hecho su aporte al tema, creo que la visión 
panorámica y específica del doctor Xavier De Mello nos ayudará mucho a resolver este tema que es 


muy complejo. Hasta ahora no había ninguna legislación —aunque me introduzco en un área que 
desconozco, por cuanto lo dejo planteado como una interrogante—, sino que funcionaba por la vía de 
los hechos. De ser así, me parece que surge claramente que es bueno legislar en la materia, en este 
caso, a través de un proyecto que ha presentado el señor Senador Gallinal. En principio, vemos con 
buen ojo la necesidad de legislar sobre la materia y hacerlo de la mejor manera posible. 


Quiero decirle al doctor Xavier de Mello que le tomo la palabra en el sentido de tenerlo como 
colaborador para afinar la redacción del proyecto de ley y llegar a un texto definitivo con el mayor rigor 
posible desde el punto de vista técnico y de los derechos y obligaciones que se crean. 


En realidad, me gustaría plantear una inquietud con respecto al artículo 2%, que presenta 
cierta complejidad, sobre el riesgo de que este sistema pueda ser utilizado por el deudor como forma 
de frenar su incorporación a la base de datos. Esto le puede llevar a hacer algún tipo de reclamo, 
incluso, diferido en el tiempo y a no preocuparse por saldar la deuda contraída. En la norma se dice 
que si el obligado formula descargos u objeciones ante los responsables de la base de datos, estos 
podrán rechazar la inscripción hasta que el tema se resuelva en la esfera correspondiente o bien 
efectuarla pero advirtiendo a los terceros que en adelante le soliciten información sobre el obligado, 
que ha sido objetada. Allí queda demostrada la facultad que se tiene. Ahora bien, me gustaría saber si 
esa situación quedaría comprendida o no dentro de lo que aquí se ha hablado de generar un poder 
sancionatorio entre particulares. Hago el planteo porque, más allá de que el procedimiento de pedir que 
se lo excluya de la lista y laudar así la deuda contraída, podría dar lugar a la formación de un 
expediente que enlentezca el procedimiento y lo torne inoperante y, al mismo tiempo, podría facilitar a 
quien quiera usarlo para hacer una chicana amparándose en ese derecho. 


Quería plantear esta inquietud porque me parece que resolver bien este tema constituye la 
médula del problema y, además, porque por el artículo 1* del proyecto de ley se establece la necesidad 
de la notificación previa al deudor. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- Con respecto a la normativa vigente en la materia, existe la Ley N* 
18.331, del año 2008, relativa a la Protección de datos Personales y Acción de Hábeas Data. Esta 
norma no se refiere en particular ni en forma exclusiva a la base de datos comerciales, sino a todas las 
bases de datos. No obstante ello, especialmente el artículo 22, entre otras normas, contiene 
referencias concretas a la base de datos comerciales. 


Por el hecho de crearse la acción de hábeas data, esta ley está permitiendo que mediante un 
procedimiento judicial sumario —que, en definitiva, es una variante del recurso de amparo— cualquier 
persona que se vea afectada por una inscripción que no corresponde tenga el derecho, en primer lugar, 
a acceder a la información sobre la propia persona que figura en el registro y, en segundo término, a 
exigir la rectificación, la complementación, la sustitución, la supresión del dato o la inclusión de aquel 
que faltare. 


En la normativa vigente existe también la facultad de tomar medidas provisionales. En este 
sentido, el artículo 42 establece: “Si de la demanda o en cualquier otro momento del proceso resultare, 
a juicio del tribunal, la necesidad de su inmediata actuación, este dispondrá, con carácter provisional, 
las medidas que correspondieren en amparo del derecho o libertad presuntamente violados”. De 
manera que se ha previsto un procedimiento a favor de quien figura en cualquier base de datos —no 
exclusivamente en las comerciales- de acceder a la información que sobre sí mismo existe en el 
registro, así como el derecho de pedir su rectificación o corrección. Lo que sucede es que a veces todo 
este proceso, además de llevar un tiempo, tiene como presupuesto que el titular del dato consignado 
se entera de que está inmerso en una situación problemática. Suele ocurrir que las personas no 
recurren a las bases de datos a solicitar información por no saber que pueden estar allí registradas. 
Hay muchísimas bases de datos, incluso, está el Registro Público de Bases de Datos en el cual 
aparece una enorme cantidad de sus responsables. ¿Cómo se entera el deudor de que está 
arriesgando ser incluido en una base datos o de que ya está registrado? Para ello está la notificación — 
quizás lo haya sabido con anterioridad porque el propio acreedor le intimó el pago o le avisó—, que es 
la garantía fundamental legal de que la persona se entere y de ese modo pueda ir a la base de datos 
para solicitar la información que exista sobre sí mismo. Una vez que conoce la información —por medio 
de la notificación que quizás pueda ampliar yendo inmediatamente a la propia base de datos— puede 


solicitar, en caso de que corresponda, la rectificación, etcétera, de lo que allí está establecido y si no lo 
hacen puede recurrir a la Justicia. Ese mecanismo ya está establecido y rige para todo tipo de base de 
datos. 


Acá lo que se hace es dar una garantía complementaria, es decir, no lo inscriben si hay una 
observación fundada y si le parece que es lo pertinente, tiene la opción de hacerlo y dejar en claro la 
objeción. De alguna manera, el responsable de la base de datos tiene, por un lado, la posibilidad legal 
de no inscribir, lo que no sé si hoy lo puede hacer, no en función de la ley, sino de los contratos 
celebrados con los comerciantes. Por otro lado, tiene la posibilidad de inscribirlo igual, pero deja una 
constancia y serán los que reciban esa información —en virtud del reporte que la base de datos brinda a 
los comerciantes que la solicitan— quienes, con la objeción consignada, decidan si otorgan o no el 
crédito. 


Recién señalaba que en la medida en que los deudores generalicen la conducta de objetar 
solamente para que aparezca esta constancia en la inscripción, el propio sistema va a perder 
virtualidad y utilidad, porque los que reciben el reporte lo van a tomar como un dato inobjetado; si todos 
objetan, es como si no objetaran. Pienso que habrá que ver en la práctica cómo funciona este 
mecanismo. No estoy seguro de que dé resultado pero entiendo que es un aporte que mejoraría las 
posibilidades del sistema y al responsable de la base de datos le brinda la opción de decir: “No inscribo 
y no asumo ninguna responsabilidad, porque este tema viene muy complicado”. Tal como señalaba el 
señor Presidente de la Comisión, puede ocurrir que presenten un recibo de pago o que con un 
testimonio de una actuación judicial hayan demostrado que se puso la excepción de pago en un juicio y 
sin embargo se pretenda inscribir ese dato por un plazo de cinco, diez o quince años, según las 
circunstancias en que eso suceda. 


Creo que es una buena solución pero, al mismo tiempo, me parece que sería pertinente 
repasarla para ver si —en función de lo que señalan los señores Senadores Abreu, Gallinal y Baráibar— 
se puede mejorar o perfeccionar la presentación de esa norma. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Estoy totalmente de acuerdo. Además, está claro el derecho que tienen los 
individuos de reclamar sobre la información general. 


De acuerdo con este proyecto de ley, el disparador que podría dar lugar a una nueva situación 
generalizada es el aviso previo, es decir, la comunicación al deudor de que tiene una deuda y por eso 
está en el Clearing. Hoy no ocurre esto porque hay mucha gente que no sabe que está en el Clearing, 
pero en la medida en que se haga notificación, la comunicación va a ser masiva y van a ser muchos 
más los que van a estar pendientes de lo que suceda. Voy a citar un caso que me ocurrió respecto al 
Impuesto de Enseñanza Primaria. Yo estaba atrasado uno o dos años, lo que es normal en este 
impuesto porque, como sabemos, hasta que no se tiene que hacer una escritura no se exige estar al 
día; naturalmente que tampoco había voluntad de incumplimiento. Recibí información de que me iban 
pasar al Clearing, por lo que fui a la oficina y pregunté si iba a aparecer como deudor en la base de 
datos —me preocupaba mucho estar registrado— y, por supuesto, regularicé la situación. En la propia 
oficina —tomé la precaución de consultarlo- eso generó una gran dinámica de mayor cantidad de gente 
que acudió a ponerse al día con los atrasos, ya que es una práctica habitual postergar el pago del 
Impuesto de Enseñanza Primaria. Esto es interesante y en este caso fue una reacción positiva. 


Ahora bien, generalizar —sobre todo en el caso de las deudas del rubro comercial— implica una 
masificación, pues hay que tener en cuenta el tema de los atrasos en las tarjetas de crédito. Entonces, 
creo que por un lado hay que dar garantías al deudor; pero, por otro, hay que mantener la existencia 
del Clearing porque creo que es un buen instrumento ya que la vida ha demostrado su conveniencia. 
Por tanto, me parece que se debe buscar el equilibrio justo entre preservar los derechos del deudor y 
permitir que el instrumento siga funcionando. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero decir que me sumo la iniciativa del Senador Tajam en cuanto a que 
nuestro invitado de hoy más adelante nos pueda aportar algunas redacciones más adecuadas a los 
fines que se persiguen y que serán muy bienvenidas. 


Quiero mencionar tres temas que a mi juicio no debemos olvidar y, además, formular a 
nuestro invitado alguna pregunta al respecto. 


El primer punto que quiero mencionar tiene que ver con que el proyecto comprende 
exclusivamente, en lo que tiene que ver con las bases de datos, a las personas físicas. Entonces, 
quisiera saber qué opinión le merece esto al doctor Xavier de Mello habida cuenta que la Asociación de 
Bancos del Uruguay nos ha pedido una entrevista y creo que es bueno recibir su opinión, al igual que 
todas las que correspondan. Pero las personas jurídicas no están comprendidas en el proyecto de ley. 
Es más, la Central de Riesgos del Banco Central del Uruguay, que regula toda esta actividad, tampoco 
está comprendida en la iniciativa y, en realidad, tiene una función mucho más acabada y definida. 
Justamente, hace un tiempo aprobamos en el Senado —creo que fue en la Rendición de Cuentas— un 
artículo en el que se establecía que la Central de Riesgos puede guardar la información después de 
canceladas las obligaciones, bajo absoluta confidencialidad, secreto y solamente para fines 
estadísticos, que es una de sus funciones. 


El segundo tema que creo debe tenerse en cuenta, es el siguiente. Fue muy discutido por 
parte de la gente del Clearing el tema de que cuando se cancela la obligación haya que sacar a la 
persona de su base de datos, pues ellos decían que, en todo caso, el período se podía disminuir. Creo 
que aquí lo que sucede es que no hay una regla que rija esa decisión. Tanto es así —esto fue aceptado 
por el Clearing- que algunas de las denuncias o datos que recibí me fueron confirmados por el propio 
Clearing. Se trataba de personas que se enteraban de que estaban en el Clearing, acudían allí, las 
derivaban al acreedor quien les decía que la deuda era tal y las personas la pagaban. Al consultar 
luego, resulta que continuaban en el Clearing; entonces volvían a hablar con el acreedor, quien les 
decía que si le pagaban equis suma más se las sacaba. Obviamente que esto no es responsabilidad 
del Clearing; de todos modos pregunté si sucedía que a algunas personas se las saca inmediatamente, 
y a otras no, y me contestaron que sí. Al preguntar en qué casos sucedía esto, me dijeron que eso era 
a pedido del acreedor. 


Por tanto, creo que esto hay que regularlo porque, de lo contrario, el sistema es 
excesivamente arbitrario. 


El tercer aspecto sobre el que quería consultar a nuestro invitado, quien quizás nos pueda 
ayudar con una redacción sustitutiva o complementaria al respecto, tiene que ver con que todos 
coincidimos en que el que debe notificar es el Clearing o la base de datos, y no el acreedor. Por tanto, 
creo que habría que facilitar al Clearing o a la base de datos el sistema de notificación, estableciendo 
que serán válidos todos los medios de notificación. En lo personal, se me ocurre que esto sea válido 
en la medida en que se pueda demostrar la notificación. Quiere decir que cualquier medio me sirve si 
me demuestran que se notificó. En esa notificación se debe comunicar al deudor que va a ser incluido 
en el Clearing y el motivo. Se habló de hacerlo a través del mail —que las personas empiecen a 
constituir domicilio electrónico—- o de cualquier otro sistema que sirva a tales efectos. Tendríamos que 
buscar la redacción más adecuada. 


SEÑOR ABREU.- Hace poco aprobamos la ley relativa a las actividades postales, referente al Servicio 
Postal Universal. Allí se establece la obligación de llegar a todos los lugares donde tenga que notificar 
o cumplir su función. Quiere decir que, aun utilizando los medios electrónicos modernos, en caso de 
que existiera la imposibilidad por cualquier razón de llegar a deudores que vivan en el Uruguay 
profundo, a través del Servicio Postal Universal se podría tener la garantía de que serán notificados. 
Digo esto para refrescar una ley que acabamos de aprobar y que tiene un sentido bastante concreto y 
positivo. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- Con respecto al tema de si se va a notificar solo a las personas físicas o 
también a las personas jurídicas, se podría hacer una distinción porque una cosa es ser persona física 
o jurídica y otra, ser o no consumidor. Puede haber personas físicas que sean empresarios, titulares de 
una empresa; eso no es común en las grandes empresas, pero sí ocurre en las medianas y ni que 
hablar en las pequeñas. Por lo tanto, al hablar de personas físicas podemos estar incluyendo a 
empresarios y dejando fuera a sociedades con un giro más limitado o de operativa más modesta. 
Interpreto que la intención del señor Presidente de la Comisión al presentarlo así en el proyecto de ley, 
es buscar la vía del mayor y más rápido consenso para aprobar normas que son un aporte y tratar de 


no incurrir en planteos conflictivos que puedan dilatar el trámite. Si ese fue el espíritu, me parece que 
es una manera de delimitar, pero también se podría establecer otro criterio: en lugar de hablar de 
personas físicas, se podría hacer referencia a consumidores. Hay una definición legal de consumidor. 
Es más sencillo controlar a las personas físicas o jurídicas que a los consumidores o no consumidores 
—que es un concepto más relacionado con la economía—, pero se podría buscar otra línea de corte, o 
sea, en lugar de clasificar en personas físicas o jurídicas, por ejemplo, referirse a consumidor o 
proveedor. 


Por otro lado, aun aceptando uno u otro criterio de clasificación, cabe preguntarse por qué 
excluir a las personas jurídicas o a los proveedores del derecho a ser notificadas. En realidad, se 
podría incluir a todos. Pienso que, como recién decía, se trata de buscar la protección de la parte que 
se entienda pueda ser la más débil y se parte de la base de que las personas jurídicas, —-básicamente 
sociedades comerciales- que se supone que si fueron constituidas es porque hay detrás una 
mentalidad y una formación empresarial y están en mejores condiciones de tomar conocimiento de su 
pasivo, llevan una contabilidad y tienen otras formas de enterarse de que fueron incluidas en el registro 
sin sobrecargar a los responsables de la base de datos. 


Por lo tanto, considero que ese tema se podría corregir perfectamente. 


SEÑOR ABREU.- Una sociedad unipersonal es casi, no necesariamente, una persona física, pero 
también es cierto que tiene otra categoría jurídica y generalmente es una pequeña empresa. El 
problema es que estas sociedades unipersonales, que hoy en día han proliferado enormemente, 
quedarían fuera de este tema. Pregunto esto para aclarar el punto; no hago ninguna afirmación, porque 
todavía me queda alguna duda. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- Las sociedades unipersonales han tenido una gran difusión en todo el 
mundo, primero en la realidad económica y social y luego en la legislación. En Estados Unidos, por 
ejemplo, se admitió consuetudinariamente esa situación y en Europa se aprobaron normas que 
permitieron la sociedad anónima unipersonal. En algunos casos se llama sociedad anónima 
simplificada e incluso hay sociedades de responsabilidad limitada unipersonales, lo que es un 
contrasentido porque decir que hay una sociedad que tiene un solo socio es como decir que hay un 
matrimonio de un solo cónyuge. Esto podría generar una contradicción, incluso, con el origen 
etimológico de la palabra “socio” que significa conjunto de personas y tiene como sinónimo la palabra 
“compañía”; nadie puede imaginar una compañía formada por una persona. Realmente es un instituto 
muy llamativo. La realidad demuestra que la mayor parte de las sociedades anónimas o, por lo menos, 
un gran porcentaje son de un solo socio. Muchas veces las sociedades utilizan este sistema, no para 
emprender una actividad empresarial o comercial, sino para limitar la responsabilidad del único socio. 
Es así que gran parte de las inversiones extranjeras en inmuebles, por ejemplo, se realizan sobre la 
base de sociedades anónimas constituidas por un solo socio. Se discute su viabilidad jurídica; la ley de 
sociedades no es clara. Hay un decreto del año 1990 que expresamente dice que puede haber 
sociedades anónimas de un socio, pero hay algunos autores como Pérez Fontana que ha dicho que 
este decreto es ilegal. Eso motivó que el entonces Senador De Posadas presentara —hace unos 
cuantos años, en la década del noventa— un proyecto de ley por el cual se proponía la viabilidad de la 
sociedad unipersonal en sintonía con esa tendencia mundial que se generó en Europa y en algunos 
países de América Latina, por ejemplo, Chile y Colombia. Incluso fue admitida en el proyecto de Código 
Civil argentino que, como los señores Senadores saben, está a punto de aprobarse y unificará en un 
solo Código tanto las normas civiles como las comerciales y la sociedad unipersonal. 


Yendo a la pregunta concreta, pienso que puede haber una sociedad anónima con un socio 
único que haya contraído un pasivo y se lo incluya en el Clearing; a la sociedad, no a la persona física. 
Podrá seguir actuando en el comercio pero no va a poder pedir crédito. Es un tema de criterio. Puede 
haber un gran empresario —como ya lo dije- que sea persona física y otro muy pequeño que sea 
persona jurídica. Entonces, ahí, en la línea de corte, habría que establecer el criterio. Entiendo que, 
quizás, se haya pretendido recurrir a una forma de delimitación clara y precisa: ser persona física o 
jurídica, lo que es muy fácil de comprobar y no entrar en la distinción proveedor, consumidor, ya que se 
refiere a un concepto más económico. Por otro lado, hay que tratar de evitar la inclusión de normas que 
puedan demorar la aprobación que en sí misma es positiva. 


Más allá de eso no tengo objeción a que la norma se establezca en general para todos los 
sujetos: persona física o jurídica con obligación de notificar. No me parece mal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El hecho es que el acreedor es quien decide si se elimina al deudor. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO..- Esa práctica que fue planteada cuando comparecieron representantes 
de la base de datos que comparecieron en una sesión anterior, me parece que es contradictoria con el 
llamado principio de integridad de la información. Es decir, por un lado, se ha sostenido que es 
importante que todos los incumplidores estén en el registro sobre la base de un principio de no 
discriminación y de reciprocidad. Pero, ¿qué ocurre? Que si queda en manos del acreedor la decisión 
de si el deudor queda en el registro durante cinco años más después de la cancelación, tenemos una 
distorsión muy importante y una asimetría en la información decisiva. Entonces, pregunto: ¿por qué va 
a quedar en manos del acreedor si estamos pensando en el interés de la comunidad de comerciantes 
o en el interés de la economía nacional en su conjunto? ¿Por qué lo dejamos en manos del acreedor 
cuando le estamos dando un arma extraordinaria para presionar a su cliente, al deudor? Estamos 
dejando al deudor como rehén de la conducta que asuma el acreedor con el cual está en conflicto, lo 
que no significa que la mayoría de los acreedores vayan a actuar incorrectamente. Lo más probable es 
que sea al revés: la inmensa mayoría actuará bien. Me parece que es una posibilidad que se da al 
acreedor de utilizar esa herramienta en forma oportunista en lugar de hacerlo en beneficio de la masa 
de comerciantes y de la economía en su conjunto. Por lo tanto, considero que es una mala práctica 
que, confieso, no conocía y me sorprendió cuando lo leí en la versión taquigráfica de la sesión a que 
hice referencia. 


En lo que tiene que ver con la notificación, me parece muy interesante la idea del señor 
Senador Abreu. Habría que buscar la manera más económica posible pero que diera garantía a las 
partes. El sistema de la comunicación por vía electrónica es muy interesante y está en pleno desarrollo 
pero, lamentablemente, el Uruguay está muy atrasado en ese tema. Si bien hay buenas normas, no se 
están ejecutando en la debida forma. El Poder Judicial lo utiliza pero con los profesionales que tienen 
un domicilio electrónico; no sé hasta qué punto podría ser inmediatamente operativa una solución de 
este tipo para el caso de los particulares. Entonces, tal vez fuera mejor una fórmula genérica como la 
que manejó el señor Presidente. 


Si me permiten, quisiera hacer un comentario final que estuve razonando mientras ustedes 
hablaban. Debe quedar claro que este proyecto de ley, tal como está redactado, no tiene efecto 
retroactivo en cuanto a quienes ya están inscriptos en el registro. Quiere decir que, si es aprobado, va 
a regir de aquí para adelante. Las nuevas deudas cuya inscripción sea solicitada requerirán una 
notificación previa, pero la enorme cantidad de personas que hoy figuran en las bases de datos 
continuarán en la misma situación; tienen el derecho de hábeas data, podrán saberlo o no en función 
de si los notificó o no el acreedor, pero a través de esta iniciativa no se pretende dar una solución 
general tendiente a que todos los que están en el Clearing se enteren. Lógicamente, tienen derecho a 
acceder a su información yendo a la propia empresa, cada seis meses, a solicitarla en forma gratuita o 
hacerlo a través de Redpagos o Abitab, abonando $ 150. El problema es que, como decía el señor 
Senador Baráibar, de repente la persona ni imagina que esté en el Clearing y por ese motivo no va a ir 
a consultar. 


Por último, quisiera hacer una aclaración a propósito de lo que señaló el señor Senador 
Baráibar con respecto a la deuda del Impuesto de Enseñanza Primaria. No debemos olvidar que el 
Estado tiene potestades extraordinarias para determinar el tributo y para tomar medidas cautelares. 
Cuando leemos las normas sobre medidas cautelares en materia tributaria, a veces quedamos 
impactados. Por ejemplo, la DGl pide el embargo y se concede prácticamente de inmediato; incluso, 
casi siempre se hace antes de haber dado vista al contrario de la determinación del tributo. Si bien 
puedo entenderlo, está claro que hay una asimetría extraordinaria entre la DGl acreedor y todos los 
demás acreedores del país, incluyendo los estatales. Tampoco debemos dejar de lado que, por el 
sistema de multas y recargos, las deudas tributarias tienen un crecimiento tremendo, llegándose a 
formar una bola de nieve que en ocasiones multiplica por veinte o treinta la deuda original por tributos. 
Recuerdo que hace un tiempo se hizo público —lo leí en la prensa— un pasivo con la DGI por US$ 
100:000.000 y luego alguien me informó que la deuda original había sido por US$ 3:000.000. Es más, 
los US$ 100:000.000 equivalían a cinco o seis veces el valor de toda la empresa. Sin embargo, ese era 
el monto de la deuda por la cual se hizo el embargo. Entonces, cuando el Estado goza de ese tipo de 


privilegio —que, reitero, puede tener un fundamento—, con más razón uno puede pensar que una 
persona no debería figurar entre diez o quince años en una base de datos, con todas las 
complicaciones que ello implica. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La intención del artículo referido al Estado —quizás pueda mejorarse la 
redacción- es distinguir cuando es un acreedor más o cuando lo es por una situación de privilegio. En 
el caso en que sea un acreedor más, cuenta con los mismos derechos que cualquier otro acreedor 
para enviar al Clearing a un deudor, pero quisimos separar esta hipótesis de cuando tal condición 
surge como consecuencia de otra circunstancia en el que tiene un poder discrecional. 


En segundo lugar, estoy de acuerdo con que, de convertirse en ley, esta disposición no tiene 
ninguna pretensión de ser retroactiva. Obviamente, a una persona que cancela su deuda luego de 
llevar cuatro años en el Clearing, de aprobarse que debe quedar afuera, se la tiene que sacar. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- Sería interesante aclararlo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Es claro. 


Creo que también valdría para el que canceló sin necesidad de que la ley sea retroactiva. Si 
a partir de la aprobación de la ley una persona que cancela su deuda debe estar fuera del Clearing, los 
que la cancelaron deberían estar fuera del Clearing sin que ello signifique que la ley es retroactiva. No 
es una afirmación, sino una pregunta. En caso de que sea necesaria una aclaración, desde ya pedimos 
al doctor Xavier de Mello el envío de una redacción. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- Con mucho gusto. 


Creo que sería perfectamente viable establecer una aclaración en el sentido de que la ley es 
de aplicación inmediata, pero que abarca situaciones generadas con anterioridad en lo que tiene que 
ver con los plazos no vencidos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perfecto. 


SEÑOR ABREU.- Hay una discusión muy interesante sobre la retroactividad de la ley civil, tema sobre 
el que el doctor Juan Andrés Ramírez tiene una posición muy clara, a quien, obviamente, el doctor 
Xavier de Mello debe conocer muy bien. 


Es importante ver cuál es el alcance de la norma, sobre todo en el tema de la retroactividad, 
porque hay opiniones divididas. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- Me parece buena cosa verlo con él porque es un tema delicado, pero en 
principio adelanto una opinión de atrevido en el sentido de que no le veo ningún tipo de dificultad. Estoy 
de acuerdo con el señor Senador Abreu en cuanto a que el doctor Juan Andrés Ramírez es, quizás, el 
mayor especialista en la materia y que sería más que positivo que lo consultara la Comisión o quien 
habla; como ustedes prefieran. Con mucho gusto puedo hablar del tema con él porque me parece muy 
buena cosa. 


(Apoyados.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión agradece enormemente la presencia del doctor Xavier de Mello y 
la generosidad de su tiempo para hacer una presentación que ha sido muy ilustrativa. 


SEÑOR XAVIER DE MELLO.- Les agradezco mucho la oportunidad que me han dado de dirigirme a 
esta Comisión. 


(Se retira de Sala el doctor Eugenio Xavier de Mello.) 


SEÑOR PRESIDENTE.- El tratamiento del tema que se ha estado analizando continuará el próximo 
jueves cuando la Comisión reciba a la Asociación de Bancos Privados del Uruguay. 


Corresponde pasar a considerar el tercer punto del Orden del Día, relativo al proyecto de ley 
referido al régimen impositivo de los combustibles, por el que se introducen modificaciones al Impuesto 
al Valor Agregado. 


SEÑOR TAJAM.- La Cámara de Representantes aprobó por unanimidad este proyecto de ley, 
coincidiendo en que ya es tiempo de que en lo que hace a los combustibles Ancap esté sujeto al 
régimen general del IVA, es decir, que pueda deducir el IVA compras, como se dice habitualmente. Esto 
surgió en el momento en que se sustituyó el Imesi por el IVA. Obviamente, como existe la posibilidad 
de deducir el IVA, el Erario iba a ser afectado. Por lo tanto, en el régimen de los combustibles, Ancap 
se quedó sin la posibilidad de descontar el IVA. Justamente, mediante este proyecto de ley se vuelve a 
aquella situación según la que, para el caso de los combustibles, estaría sujeta al régimen general del 
IVA y, por ende, todas las actividades de esta empresa pública quedarían contempladas en él. Esto 
traería evidentes beneficios para la empresa. En la Comisión de Hacienda de la Cámara de 
Representantes, el contador Hernández estimó una disminución de costos de US$ 25:000.000 anuales 
para Ancap. Ante la pregunta relativa de hacía dónde quedaría esa ganancia, señaló que sería 
asumida por Rentas Generales. 


Quiere decir que existía acuerdo del Poder Ejecutivo —nada menos que del Ministerio de 
Economía y Finanzas— en asumir ese costo y beneficiar a la empresa. 


El tema es bien claro e importante en un momento en el que los problemas energéticos son 
múltiples. Es más relevante aún el hecho de que le demos una oportunidad de esta naturaleza en el 
manejo presupuestario a nuestra principal empresa de combustibles. 


Teniendo en cuenta esta fundamentación, creo que podríamos aprobar el proyecto de ley. 


SEÑOR ABREU.- Señor Presidente: recuerdo esta situación porque deriva de la crisis económica que 
atravesó el país en el año 2002; precisamente en esa oportunidad se trató de fijar niveles 
recaudatorios. Siempre digo que en aquel tiempo el Producto Interno Bruto estaba en el entorno de los 
US$ 12.000:000.000 y hoy se encuentra casi en US$ 50.000:000.000. ¡Imagínense lo que era tratar de 
salir de esa situación! Personalmente acompaño la iniciativa, sobre todo teniendo en cuenta que 
Rentas Generales es la que quizás se vería más beneficiada por esta situación. Sin perjuicio de ello, 
me parece que esta medida es oportuna en función de la situación económica que atraviesa el país; 
claro está, todo esto sin dejar de lado otro tipo de ideas que podríamos tratar en el futuro respecto del 
tema de los combustibles y de algunas otras iniciativas que estamos manejando, pero que este no es 
el momento de comentar. Sí decimos que estamos en condiciones de acompañar este proyecto de ley 
sin ninguna clase de objeciones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 1*. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 2”. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 


(Se vota:) 
6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En consideración el artículo 3". 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 
—6 en 6. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Ha quedado aprobado el proyecto de ley, que será elevado a la Cámara de Senadores. 
Se ha propuesto al señor Senador Tajam como miembro informante. 
Se va a votar. 
(Se vota:) 
5 en 6. Afirmativa. 
Pasamos al siguiente punto del Orden del Día: Proyecto de ley de Sociedades Comerciales. 


Se había pedido un plazo para continuar estudiando la iniciativa, por lo que consulto a los 
miembros de la Comisión si desean abordarlo en el día de hoy. 


SEÑOR TAJAM.- La verdad es que me gustaría pedir opinión sobre este tema, pues personalmente no 
lo manejo mucho. 


SEÑOR ABREU.- Propongo invitar nuevamente al profesor Xavier de Mello, que es Profesor Titular de 
Derecho Comercial, o a alguien más que se crea oportuno consultar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Presidencia considera que como este proyecto de ley ha tenido su origen 
en el Poder Ejecutivo, quizás sería conveniente pedirle asesoramiento para después decidir si es 
necesario o no realizar otras consultas. 


(Dialogados.) 


SEÑOR RUBIO.- Sí, señor Presidente. Se puede iniciar el estudio invitando a representantes del 
Poder Ejecutivo y luego ver cómo se sigue el tratamiento de este proyecto de ley, de acuerdo a su 
complejidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En todo caso, que el Poder Ejecutivo designe la persona que entienda deba 
informar al respecto. 


SEÑOR TAJAM..- El tratamiento de este proyecto de ley es bueno porque viene propuesto y avalado — 
según consta en la exposición de motivos— por la Comisión Permanente de Normas Contables 
Adecuadas y cuenta con la firma de la Cámara de Industrias, el Colegio de Abogados, la Facultad de 
Ciencias Económicas, Universidades privadas y el Banco Central del Uruguay. En fin, tiene un aval 
muy importante. 


La temática específica hace necesaria la consulta que la Comisión está considerando, pero 
quería resaltar el apoyo que tiene este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Poder Ejecutivo ha presentado este proyecto de ley en acuerdo con el 
Ministerio de Economía y Finanzas y de Educación y Cultura, por cuanto solicitamos a la Secretaría 
que realice el contacto con ambas Secretarías de Estado, para que ellos puedan decir quién debe 
informar. Quizás, la propia Comisión Permanente de Normas Contables Adecuadas también pueda 
concurrir a la Comisión. 


Procederemos en ese sentido y si es posible marcaremos ambas audiencias para el próximo 
jueves. 


Si los señores Senadores me permiten, ya que estamos en quórum, quisiera hacer un 
planteamiento que simplemente consiste en invitar al Directorio del Banco Central para ver si nos 
puede evacuar una duda que planteé a través de un pedido de informes. Al leer la prensa me entero de 
que la Superintendencia de Servicios Financieros del Banco Central del Uruguay —en aquel momento 
dirigida por la Contadora Patrón— tomó una decisión en función de la cual se le imponía a una empresa 
del mercado de la financiación de inmuebles la prohibición de expresarse y de hacer publicaciones de 
prensa de cualquier naturaleza referidas a otra empresa con la que aparentemente podría estar 
compitiendo. Me llamó sobremanera la atención esta decisión, porque me pareció una censura a la 
libertad de expresión y de información —incluso previa—, que dudo esté en condiciones de tomar una 
institución como la Superintendencia. 


El pedido de informes fue contestado, pero no termina de evacuar las dudas que tengo en 
ese sentido. Además, con respecto a las decisiones que va tomando la Superintendencia —no el caso 
de esta censura, que no sé si tiene antecedentes-—, el Directorio del Banco Central simplemente toma 
conocimiento y archiva el tema, salvo que alguien haga un planteamiento. 


De acuerdo a mis averiguaciones, parecería que los motivos de la disputa se basan en que 
una de las empresas señala que la otra tiene una calificación de riesgo que el Banco Central debería 
tener presente, tema que también me gustaría saber; también se dice que una de las empresas, que es 
de origen argentino, tendría en su propio país suspendida las actividades. No sé si esto es así o no, 
pero me parece que sería bueno tener la información, primero, en protección de la libertad de 
expresión. 


Si el Banco Central lo cree conveniente puede asistir con el nuevo Superintendente para que 
simplemente nos dé una explicación de cuáles son los hechos y quizás el tema termine ahí. 


SEÑOR ABREU.- Estoy de acuerdo con lo manifestado por el señor Presidente en el sentido de que 
esta es una situación bastante excepcional, al punto tal que puede derivar, incluso, en la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos. Aquí se está haciendo una restricción muy fuerte a la 
posibilidad de poder discrepar respecto de algunos aspectos de la competencia dado que, al parecer, 
determinados antecedentes del lado argentino llegan a limitar la publicidad o discutir en forma pública. 
De seguirse en esta línea, deberemos tener mucho cuidado para no afectar la imagen del país. La 
Corte es muy receptiva a este tipo de planteos, máxime cuando existen restricciones a la posibilidad 
de la defensa de los derechos, cuando están en juego importantes intereses y cuando las autoridades 
de los Bancos Centrales —más allá de los fundamentos que puedan darse— hagan cuestionamientos en 
la materia, que no le harían nada bien al país. 


Por lo tanto, reitero que coincido totalmente con la posición del señor Presidente respecto al 
esclarecimiento de la política del Banco Central en este tipo de temas, por cuanto la publicidad está 
dentro de los derechos que pueden ejercer los ciudadanos o las empresas en el libre ejercicio de la 
competencia. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A mi juicio, el tema principal —así lo expresé en el pedido de informes- es el 
de la libertad de expresión; eso es lo que está en juego. Esta es una cuestión muy sensible. La 
tragedia económica que vive el mundo en estos tiempos tiene su origen en el mercado inmobiliario. Por 


lo tanto, me parece que una actitud de prevención sería escuchar la opinión de las autoridades del 
Banco Central y advertirles de la situación, habida cuenta de que la institución dispuso, como lo hace 
siempre, darse por enterada y proceder a su archivo. 


(Apoyados.) 


—Entonces, la Comisión de Hacienda podría reunirse el jueves 15 —porque el jueves 8 tiene 
previsto atender las dos audiencias que fueron solicitadas— con las autoridades del Banco Central del 
Uruguay. De esta forma, les estaríamos otorgando un tiempo para que se informen al respecto. 


No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Es la hora 11 y 58 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


